STJSL-S.J. – S.D. Nº 067/17.-

---En la Ciudad de San Luis, a treinta y un días del mes de agosto de dos mil diecisiete, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, OMAR ESTEBAN URÍA, MARTHA RAQUEL CORVALÁN y CARLOS ALBERTO COBO, Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “OVIEDO RAMÓN AGUSTÍN - ABUSO SEXUAL CON ACCESO CARNAL – JUICIO ORAL – s/ RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP. Nº 82590/10.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN.-  

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación interpuesto?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el Art. 428 del Código Procesal Criminal?

III) ¿En caso afirmativo la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, dijo: 1) Que  a fs. 426, el Dr. Francisco Pérez, Defensor Público Oficial del condenado en autos, RAMÓN AGUSTÍN OVIEDO, interpone recurso de casación, el que es fundado vía IOL el día 24/05/14, contra la Sentencia Nº 7 dictada por la Excma. Cámara en lo Penal y Correccional de la Tercera Circunscripción Judicial, en fecha 13/05/14, que resolvió declarar culpable a su defendido, como autor del delito de abuso sexual con acceso carnal agravado, por resultar un grave daño a la salud mental de la víctima, en los términos del art. 119, 3º párrafo, agravado por el inc. a) del cuarto párrafo del Cód. Penal, en perjuicio de YAMILEM JANUMI VILLEGAS, condenándolo a sufrir la pena de dieciséis años de prisión, de cumplimiento, accesorias de ley y costas procesales, disponiendo su inmediato alojamiento en el Servicio Penitenciario Provincial.- 
2) Que corresponde en primer término, efectuar el pertinente análisis, a los fines de determinar si se ha dado cumplimiento a los requisitos establecidos por la normativa vigente en punto a la admisibilidad del recurso en cuestión.-
Analizadas las constancias del expediente, se observa que el recurso ha sido interpuesto y fundado en término. Asimismo, ataca una sentencia definitiva de un Tribunal competente, encontrándose el recurrente exento del depósito judicial conforme al Art. 431 del Cód. Procesal Penal. El recurso se plantea  por la causal reglada y no reglada,  conforme a la nueva dimensión que se ha dada a partir del fallo “Casal” del 29/9/2005 y “Giroldi”.-
En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del Art. 442 del código de rito, que el recurso articulado deviene formalmente procedente.- 

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTION por la AFIRMATIVA.-
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, dijo: 1) De los antecedentes de la causa surge, que por Sentencia Nº 7 del 13/05/14, se declara culpable a RAMON AGUSTIN OVIEDO, de datos y circunstancias personales obrantes en autos, como autor del delito de abuso sexual con acceso carnal agravado, por resultar un grave daño a la salud mental de la víctima, en los términos del art. 119, 3º párrafo, agravado por el inc. a) del cuarto párrafo del Cód. Penal, en perjuicio de YAMILEM JANUMI VILLEGAS, condenándolo a sufrir la pena de dieciséis años de prisión, de cumplimiento, accesorias de ley y costas procesales disponiendo su inmediato alojamiento en el Servicio Penitenciario Provincial.-
Luego de referirse a la procedencia formal del recurso de casación, el recurrente manifiesta que viene a ejercer en este acto, las garantías de la doble instancia de revisión, incorporado por la Constitución Nacional, en su art. 75 inc. 22 y de la Convención Americana de Derechos Humanos  y  Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, pretendiendo la revisión íntegra de la sentencia, habiéndose vulnerado las garantías del debido proceso, defensa en juicio, legalidad, plazo razonable, legalidad, máxima taxatividad y pro homine.- 
Sostiene que funda el presente recurso, en la incorrecta aplicación e interpretación del principio de legalidad, con menoscabo de las garantías constitucionales, señalando un cúmulo de desaciertos del Tribunal, producto de una  serie de irregularidades y violación de la regla limitadora del poder penal del Estado –Ley 24.390 y sus modificatorias  - que reglamenta el art. 7 punto 5 del Pacto San José de Costa Rica.-  
Que, pretende la revisión de las cuestiones nuliditivas  (nulidad de auto de procesamiento y prisión preventiva, de la requisitoria de apertura del juicio y  de la pericia psicológica y médica) esgrimidas,  en razón de las ideas básicas de la validez o invalidez de los actos del proceso penal, las cuales son producto de la ley.- 
Alega que no es necesario el perjuicio, como requisito para la procedencia de la nulidad absoluta en el proceso penal. Que las formas procesales penales, tienen por función ordenar normativamente la actividad procesal y limitar así el poder punitivo estatal; de someter a proceso penal a las personas y garantizar la seguridad jurídica y derechos constitucionales. Hace reserva de derechos.- 
2) Que a fs. 431 contesta vista Fiscal de Cámara, Dr. Mario Ernesto Zudaire.-
3) Que a fs. 434, luce el Dictamen del Sr. Procurador General de la Provincia quien considera, que el memorial presentado por el Defensor Oficial gira sobre temas ajenos al Recurso de Casación.- 
4) El recurso de casación, ha sido definido como el medio de impugnación por el cual, por motivos de derecho, específicamente previstos en la ley, una parte postula la revisión de los errores jurídicos atribuidos a la sentencia de mérito que la perjudica, reclamando la correcta aplicación de la ley sustantiva, o la anulación de la sentencia y una nueva decisión, con o sin reenvío a un nuevo juicio. (TRATADO DE LOS RECURSOS, Tomo III, Recurso de Casación Penal, por Jimena Jatip, Págs. 39/82. Ed. Rubinzal Culzoni).-
Calamandrei, en su obra "Estudio sobre el Proceso Civil", Ed. Bibliográfica Argentina, B.A. 1961, afirma que: “el recurso de casación es una acción de impugnación que se propone ante el órgano jurisdiccional supremo para obtener la anu​lación de una sentencia de un juez inferior que contenga un error de derecho en la decisión de mérito".-
Sin perjuicio de ello, con el alcance del nuevo recurso de casación, surgido de la sentencia de la Corte Suprema en “Casal Matías Eugenio”, del 29/9/2005, según la cual, después de la reforma constitucional de 1994 (Cfr. Art. 75 inc. 22), y teniendo en cuenta la jurisprudencia internacional (en particular “HERRERA ULLOA”, 1994, de La Corte Interamericana de Derechos Humanos), todo condenado tiene derecho a recurrir la sentencia para que un tribunal superior revise, integralmente, los fundamentos del fallo, incluidos los que hacen a la prueba del hecho, con el único límite de los que están íntimamente ligados a la inmediación real.-
La Corte remarcó que la norma procesal que regula el recurso de casación (arts. 456 en la Nación, arts. 428/429 Cód. Procesal. Crim. Provincial), no restringe el alcance de la casación entendida de este modo, sino que había sido interpretada restrictivamente –y por ende de modo inconstitucional-, y por ello no declaró su inconstitucionalidad, sino que estableció cual era el criterio con que debe ser interpretada.-
5) Para entrar al análisis de esta cuestión,  debe dilucidarse si en la sentencia recurrida, se dan algunas de las causales invocadas, y si el escrito de fundamentación se basta a sí mismo, caso contrario el recurso no podría prosperar. Sentado lo anterior, considero que el recurso debe ser rechazado, atento que la defensa del condenado RAMÓN AGUSTÍN OVIEDO no logra demostrar la falta de motivación de la sentencia que impugna. Concretamente, sostiene la recurrente que en el fallo han existido desaciertos e irregularidades y que las nulidades absolutas planteadas, fueron traídas al debate, tanto como medidas preliminares y en los alegatos, expidiéndose el tribunal por su rechazo.- 
Este Alto Cuerpo tiene establecido jurisprudencialmente en el sentido que, para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso, la forma que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado.-

Que respecto al medio impugnaticio intentado, cabe señalar que una de las características típicas de la casación, es que solo tiene viabilidad en el caso, que exista un “motivo legal” (causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio-, sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido, esté expresamente tipificado –objetivado- por ley.- 

Demarcado así el objeto casatorio y confrontado con el recurso en estudio, se advierte de la detenida lectura del escrito de expresión de agravios, que el recurrente efectúa consideraciones sin efectos reales en orden al planteo de fundamentos eficientes del recurso interpuesto.-

Sin perjuicio de ello, es dable destacar a esta altura, que no se advierte de la lectura del fallo atacado, una errónea aplicación del derecho capaz de configurar alguna casual  prevista en los términos del art. 428 del C.P. Crim.-

Esto lleva a sostener, que los argumentos vertidos en el escrito de fundamentación, no logran conmover la resolución del Tribunal de Alzada, y no es suficiente para demostrar que no se ha aplicado la ley correspondiente, o que se ha interpretado erróneamente una norma legal.-

En ese orden de ideas, surge de las constancias de la causa, que la Cámara en base a los hechos y a la prueba aportada efectuó una correcta aplicación e interpretación de la normativa que correspondía al caso, y consecuentemente rechazó los agravios esgrimidos.-
Ello así, en razón de que el  a quo ha señalado y explicado la normativa aplicada, sin vicios lógicos. El recurrente por su parte, discrepa ostensiblemente con dicha elección. Tal circunstancia, se desvincula de la materia casatoria y excede lo preceptuado en el art. 428 citado, ya que en el caso estamos ante una mera discrepancia interpretativa, sobre normas sustanciales aplicables y, en consecuencia, importa materia privativa de los tribunales de mérito (TSJ Sala Civ. y Com. Córdoba, Sent. 43 del 20/04/2005 en “Vera Beatriz Teresa c/ I.T.T. Hartford Seguros de Vida S.A. – Ordinario – Recurso de Casación”, en Actualidad Jurídica N° 80, ps. 5048 y ss., y STJ Cba. Sala Civil, Sent. 148, 9/12/03 en “Pereyra Oscar c/ Juan Angel Boretto – Ejecutivo – Recurso Directo”, en Actualidad Jurídica N° 48, ps. 2893 y ss.).-          
Así, se advierte con claridad, que el recurrente no logra demostrar el error de la sentencia atacada, atento que la misma se ajusta a la normativa vigente  y aplicable al caso, deviniendo en consecuencia, inaudibles los argumentos vertidos en la fundamentación de la medida recursiva solicitada, surgiendo así que no se dan los presupuestos señalados en el art. 428 C.P.Crim., y siendo la cuestión planteada, ajena al ámbito de la casación, el medio recursivo en estudio de​viene im​procedente, más aún cuando el re​curso de casación no pro​cura una tercera instancia, con el fin de revisar la justicia mate​rial de las sentencias de tribunales de grado, sino más bien el restable​cimiento del imperio de la ley, que lleva por consi​guiente, una función pública con prescindencia de los intereses  de las partes (Cfr. STJSL “GARCÍA MAIZTEGUI JULIO c/ OSVALDO RUBÉN MURACT- D. EJECUTIVA- RECURSO DE CASACIÓN”, 27-02-2007).-
El agravio se centra en la incorrecta aplicación e interpretación del principio de legalidad, con menoscabo de las garantías del debido proceso, defensa en juicio, legalidad, plazo razonable, legalidad, máxima taxatividad y pro homine.-
Que observo, de la sola lectura de la sentencia de Cámara, que en la misma se hace un correcto análisis de la prueba y del derecho aplicable, como así también se tratan las impugnaciones y nulidades planteadas por la defensa del encartado, a las cuales declaró improcedente y extemporáneas; motivo por el cual considero, que la misma no se encuentra exenta de motivación, y no es válido argumentar desaciertos e irregularidades legalmente insalvables, sin efectuar a la vez, una crítica al fallo recurrido, que tienda a demostrar mínimamente el vicio alegado. Se observa que los agravios expuestos no son tales, ya que se fundan en una mera disconformidad o discrepancia del recurrente con los fundamentos expuestos por el  a quo y se refieren concretamente, a nulidades e impugnaciones planteadas oportunamente.- 
Las conclusiones, a las que arriba el fallo se hallan debidamente motivadas, y encuentran adecuado respaldo en las diversas piezas probatorias analizadas por la Cámara, revistando particular importancia a tales efectos, la declaración de la víctima, como así también la de los demás  testimonios, como de Nelly Ramona Ortiz (madre de la menor), Luis Antonio Ávila (propietario de la vivienda en la que ocurrió el evento criminoso),  Norma Beatriz Ávila (hermana del dueño de la casa), Viviana Adelina Basualdo (maestra integradora), Patricia Silvia Fernández (maestra), María del Carmen Agüero (Directora), Olga Pinto (Lic. en Psicología) y el informe médico del Dr. Luis Alberto Ferreyra.- 
Que, conforme lo dicho por la damnificada, en la Cámara Gesell, y que se exhibiera en el debate oral, considero que su relato es contundente, y que el mismo ha quedado demostrado por los diferentes medios de pruebas arrimados  a la causa, lo cual revela la materialidad del hecho y la autoría del acusado Ramón Agustín Oviedo. Así, del  informe médico pericial ha quedado acreditado el acceso carnal, como así también el grave daño que el evento delictivo le provocó en la salud mental de la menor, todo ello conforme la declaración de la Licenciada Olga Pinto.- 
Este examen médico ginecológico de la víctima, es determinante, pues del mismo surgen las lesiones que presentaba Yamilem Janumi Villegas, y que fue corroborado en la audiencia oral por el testimonio del Dr. Luis Alberto Ferreyra, que dan cuenta de la observación del himen desgarrado de la víctima, que por la edad y contexto supone la primera relación. A su vez, se comprobó la existencia de los padecimientos sufridos como consecuencia del abuso sexual, tales como descompensaciones (al salir de la Cámara Gesell), desmayos, angustias y  temores.- 
Que en autos, ha quedado demostrado la existencia del abuso sexual con acceso carnal agravado,  por resultar un daño en la salud mental de la víctima, pues existe prueba suficiente para fundar la sentencia, esto es de la documental acompañada y las declaraciones testimoniales de los diferentes testigos, debiendo destacarse la coincidencia de relatos de todos ellos. Es de destacar el testimonio de Norma Beatriz Ávila, quien refería que como la menor había gritado, ella escuchó esos gritos, se asomó y pudo advertir que del interior de la vivienda de Luis Antonio Ávila, que era donde se encontraba la menor, salió el Sr. Ramón Agustín Oviedo en forma apresurada y vió también que le llevaba caramelos. Asimismo las docentes y directora del colegio al que asistía Yamilem Janumi Villegas, fueron conteste en declarar que observaban en la misma conductas de aislamiento y descompensación, producto de la situación que estaba atravesando y que contó que había sido violada.-
Que también es contundente el relato de la menor, en Cámara Gessel y es ésta la prueba que permite vincularlo a Oviedo como autor penalmente responsable del delito que se le endilga, pues  la Lic. Olga Pinto, manifestó en el debate oral que: “…entrevisté a la menor cuando tenía once años, le tome una serie de test proyectivos  y prueba, llegando a la conclusión de que la nena no fabulaba y daba los indicadores que había un abuso, ella estaba con un psiquismo muy imberbe y presentaba mucha fragilidad…a la salida de la Cámara hubo un resquebrajamiento de ella…y terminó con una intervención del médico porque superó la situación que podía abordar…”. El abuso sufrido  le causo un grave daño en la salud de la nena…”. Asimismo de los informes médicos surge, que el Dr. Ferreyra ha certificado que la menor presentaba el himen desgarrado y que “…la menor le comento que había sido abusada hacia más de quince días…en la casa de su tío…”.- 
La defensa técnica argumenta, que el imputado  no tiene experiencia criminal y que se han violado normas procesales, garantías constitucionales, entre ellas el principio de inocencia. Que hay una serie de contradicciones en el plexo probatorio y que es imposible arribar a un pronunciamiento condenatorio, o de responsabilidad con total certeza, todo lo cual ha sido desvirtuado por la prueba rendida.-
Que concluyo afirmando, que de la prueba documental, testimoniales, y de los informes médicos agregados, el hecho ventilado ha quedado por demás demostrado, por lo que el recurso deviene improcedente debiendo desestimarse el mismo.- 
Así entonces, debo señalar que la determinación de la materialidad ilícita objeto de juzgamiento, y la autoría responsable de Ramón Agustín Oviedo, ha encontrado suficiente y racional sustento en la valoración armónica y conjunta del material convictivo, que fue relevado por el tribunal sentenciante, sin que en dicha operación se verifique la presencia de vicio o defecto alguno, que importe una vulneración de las reglas de la sana critica racional, ni su presencia es demostrada por cierto, a través de los argumentos vertidos en el recurso que es objeto de análisis.- 
Se ha sostenido, que la sentencia debe ser una consecuencia razonada del Derecho vigente y de las constancias de autos, por lo que habrá falta de motivación si hay contradicción en los fundamentos normativos o con equivocas probanzas de autos (CSJ de Santa Fe, Fallos, t. XXVIII, Pág. 137, voto de los Dres. Barraguirre y Ulla).- 
Habida cuenta de la naturaleza y contenido de los agravios analizados, debo recordar que la ley no impone reglas generales para comprobar algunos ilícitos, ni fija en abstracto el valor de cada prueba, dejando al sentenciante, en libertad de admitir la que tenga por útil y conducente a los fines del proceso, asignándole dentro de los límites fijados por la razonabilidad, la importancia que poseen para la determinación de los hechos.- 
Se ha sostenido que: “Si la obligación constitucional y legal de motivar la sentencia impone al Tribunal de mérito-entre otros recaudos-tomar en consideración todas las pruebas fundamentales legalmente incorporadas en el juicio (De la Rúa, Fernando,  La casación penal, Depalma, 1994. Pág. 140; TSJ, Sala Penal, Sent. Nº 44, 8/06/2000, “Terreno”, entre muchos otros) y efectuar dicha ponderación conforme la sana critica racional (art. 193, CPP), resulta claro que el recurso que invoca la infracción a las reglas que la integran-lógica, psicología, experiencia- debe también contraponer un análisis de todo el cuadro convictivo meritado, y en función de éste, a su vez, evidenciar lo decisivo del vicio que denuncia. (Art. 413 inc. 4ª CPP). De allí que resulte inconducente una argumentación impugnativa que se contente solo con reproches aislados que no atiendan al completo marco probatorio o que esgrima un defecto carente de trascendencia en una apreciación integrada de aquél. En tales supuestos, al no efectuar un abordaje que agote las distintas premisas que sostienen la conclusión que causa agravio, la crítica no alcanza a enervarla y la decisión transita incólume el control casatorio. (TSJ Sala Penal, “Martínez”, sent. Nº 36, 14/03/2008”. (TSJ de Córdoba, Sala Penal, 17/10/08, “Crivelli, Felipe Virgilio Ariel p.s.a. homicidio etc. –Recurso de Casación-“(Expte. C, 63/06) Mag. Tarditti, Cafure de Battistelli, Blanc G. de Arabel).-
Asimismo, es dable apuntar que la doctrina de la arbitrariedad, reviste carácter excepcional y no tiene por objeto corregir en tercera instancia dispositivos, o que el recurrente considere como tales, según su divergencia, con respecto a los hechos y a las leyes comunes. Es decir, que no lleva a la sustitución del criterio de los jueces de otras instancias por el propio, sino a la privación de efectos de una sentencia que no reúna el mínimo de requisitos jurídicos (Fallos: 245:327), lo que claramente no sucede en la especie.- 
En consecuencia, debo destacar que en el texto del fallo no aparecen los vicios de falta de fundamentación y violación a las garantías del debido proceso, defensa en juicio, legalidad, plazo razonable, legalidad, máxima taxatividad y pro homine, por el contrario, se han consignado suficientes las razones que llevan a determinar las conclusiones expresadas, por lo que el recurso articulado deviene improcedente, y debe ser rechazado.- 

Por todo ello VOTO a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN por la NEGATIVA.-
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, dijo: Que en consecuencia, de conformidad a lo resuelto en la primera cuestión, corresponde el rechazo del Recurso de Casación interpuesto.- ASÍ LO VOTO.-
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, dijo: Sin Costas.- ASÍ LO VOTO.-
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.- 
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación

San Luis, treinta y uno de agosto de dos mil diecisiete.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de casación interpuesto.-
II) Sin costas.-
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.- 

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. LILIA ANA NOVILLO, OMAR ESTEBAN URÍA, MARTHA RAQUEL CORVALÁN y CARLOS ALBERTO COBO, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.-
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